
 

RESOLUCIÓN OCS-SO-13-2024-No19 
 

EL ÓRGANO COLEGIADO SUPERIOR 
 

CONSIDERANDO 
 
Que, el artículo 26 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La educación es un derecho de 
las personas a lo largo de su vida y un deber ineludible e inexcusable del Estado. Constituye un área prioritaria 
de la política pública y de la inversión estatal, garantía de la igualdad e inclusión social y condición indispensable 
para el buen vivir. Las personas, las familias y la sociedad tienen el derecho y la responsabilidad de participar 
en el proceso educativo”; 
 
Que, el artículo 27 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La educación se centrará en el 
ser humano y garantizará su desarrollo holístico, en el marco del respeto a los derechos humanos, al medio 
ambiente sustentable y a la democracia; será participativa, obligatoria, intercultural, democrática, incluyente y 
diversa, de calidad y calidez; impulsará la equidad de género, la justicia, la solidaridad y la paz; estimulará el 
sentido crítico, el arte y la cultura física, la iniciativa individual y comunitaria, y el desarrollo de competencias y 
capacidades para crear y trabajar. La educación es indispensable para el conocimiento, el ejercicio de los 
derechos y la construcción de un país soberano, y constituye un eje estratégico para el desarrollo nacional”; 
 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Las Instituciones. Tendrán el 
deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los 
derechos reconocidos en la Constitución”; 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La administración pública 
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, 
desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación”; 
 
Que, el artículo 350 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El sistema de educación 
superior tiene como finalidad la formación académica y profesional con visión científica y humanista; la 
investigación científica y tecnológica; la innovación, promoción, desarrollo y difusión de los saberes y las 
culturas; la construcción de soluciones para los problemas del país, en relación con los objetivos del régimen 
de desarrollo”; 
 
Que, el artículo 351 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El sistema de educación 
superior estará articulado al sistema nacional de educación y al Plan Nacional de Desarrollo; la ley establecerá 
los mecanismos de coordinación del sistema de educación superior con la Función Ejecutiva. Este sistema se 
regirá por los principios de autonomía responsable, cogobierno, igualdad de oportunidades, calidad, 
pertinencia, integralidad, autodeterminación para la producción del pensamiento y conocimiento, en el marco 
del diálogo de saberes, pensamiento universal y producción científica tecnológica global”; 
 
Que, el artículo 355 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El Estado reconocerá a las 
universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, acorde con 
los objetivos del régimen de desarrollo y los principios establecidos en la Constitución. Se reconoce a las 
universidades y escuelas politécnicas el derecho a la autonomía, ejercida y comprendida de manera solidaria 
y responsable. Dicha autonomía garantiza el ejercicio de la libertad académica y el derecho a la búsqueda de 
la verdad, sin restricciones; el gobierno y gestión de sí mismas, en consonancia con los principios de 
alternancia, transparencia y los derechos políticos; y la producción de ciencia, tecnología, cultura y arte (…)”; 
 
Que, el artículo 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, señala: “Máximas autoridades, 
titulares y responsables. - Los Ministros de Estado y las máximas autoridades de las instituciones del Estado, 
son responsables de los actos, contratos o resoluciones emanados de su autoridad (…)”; 



 

Que, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “La educación superior de carácter 
humanista, cultural y científica constituye un derecho de las personas y un bien público social que, de 
conformidad con la Constitución de la República, responderá al interés público y no estará al servicio de 
intereses individuales y corporativos”; 
 
Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica de Educación Superior, señala: “El derecho a la educación superior 
consiste en el ejercicio efectivo de la igualdad de oportunidades, en función de los méritos respectivos, a fin de 
acceder a una formación académica y profesional con producción de conocimiento pertinente y de excelencia. 
Las ciudadanas y los ciudadanos en forma individual y colectiva, las comunidades, pueblos y nacionalidades 
tienen el derecho y la responsabilidad de participar en el proceso educativo superior, a través de los 
mecanismos establecidos en la Constitución y esta Ley. 
 
Que, el artículo 17 de la Ley Orgánica de Educación Superior, señala: “El Estado reconoce a las universidades 
y escuelas politécnicas autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, acorde con los principios 
establecidos en la Constitución de la República (…)”; 
 
Que, el artículo 12 de la Ley Orgánica de Educación Superior, señala: “El Sistema de Educación Superior se 
rige por los principios de autonomía responsable, cogobierno, igualdad de oportunidades, calidad, pertinencia, 
integralidad, autodeterminación para la producción del pensamiento y conocimiento, en el marco del diálogo de 
saberes, pensamiento universal y producción científica y tecnológica global. El Sistema de Educación Superior, 
al ser parte del Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social, se rige por los principios de universalidad, 
igualdad, equidad, progresividad, interculturalidad, solidaridad y no discriminación; y funcionará bajo los 
criterios de calidad, eficiencia, eficacia, transparencia, responsabilidad y participación. Estos principios rigen de 
manera integral a las instituciones, actores, procesos, normas, recursos, y demás componentes del sistema, 
en los términos que establece esta Ley”; 
 
Que, el artículo 17 de la Ley Orgánica de Educación Superior, señala: “El Estado reconoce a las universidades 
y escuelas politécnicas autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, acorde con los principios 
establecidos en la Constitución de la República. En el ejercicio de autonomía responsable, las universidades y 
escuelas politécnicas mantendrán relaciones de reciprocidad y cooperación entre ellas y de estas con el Estado 
y la sociedad; además observarán los principios de justicia, equidad, solidaridad, participación ciudadana, 
responsabilidad social y rendición de cuentas. Se reconoce y garantiza la naturaleza jurídica propia y la 
especificidad de todas las universidades y escuelas politécnicas”; 
 
Que, el artículo 18 de la Ley Orgánica de Educación Superior, señala: “Ejercicio de la autonomía responsable. 
- La autonomía responsable que ejercen las instituciones de educación superior consiste en: (…) e) La libertad 
para gestionar sus procesos internos; f) La libertad para elaborar, aprobar y ejecutar el presupuesto 
institucional. Para el efecto, en el caso de instituciones públicas, se observarán los parámetros establecidos 
por la normativa del sector público; g) La libertad para adquirir y administrar su patrimonio en la forma prevista 
por la Ley; h) La libertad para administrar los recursos acorde con los objetivos del régimen de desarrollo, sin 
perjuicio de la fiscalización a la institución por un órgano contralor interno o externo, según lo establezca la Ley 
(…); 
 
Que, el artículo 23.1 de la Ley Orgánica de Educación Superior, señala: “Las instituciones de educación superior 
públicas tendrán un Régimen especial de compras públicas, el mismo que será regulado por el órgano técnico 
rector de la contratación pública en coordinación con los organismos públicos de educación superior”; 
 
Que, el artículo 32 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina que: “Las empresas que distribuyan 
programas informáticos tienen la obligación de conceder tarifas preferenciales para el uso de las licencias 
obligatorias de los respectivos programas, a favor de las instituciones de educación superior, para fines 
académicos. Las instituciones de educación superior particulares estarán exentas del uso obligatorio de 
programas informáticos con software libre. En el caso de las instituciones de educación superior públicas para 



 

acceder a software con licencia deberán justificar y sustentar la adquisición ante el órgano colegiado superior 
de cada IES, quien aprobará el uso del mismo”; 
 
Que, el artículo 35 de la Ley Orgánica de Educación Superior determina que: “Las instituciones del Sistema de 
Educación Superior podrán acceder adicional y preferentemente a los recursos públicos concursables de la pre 
asignación para cultura investigación, ciencia, tecnología e innovación establecida en la Ley correspondiente. 
Para el efecto se simplificarán los procesos administrativos para que la obtención de recursos para 
investigación, ciencia, tecnología e innovación sean oportunos, efectivos y permitan el desarrollo de un interés 
permanente de los investigadores y docentes”;  
 
Que, el artículo 93 de la Ley Orgánica de Educación Superior determina que:El principio de calidad establece 
la búsqueda continua, auto-reflexiva del mejoramiento, aseguramiento y construcción colectiva de la cultura de 
la calidad educativa superior con la participación de todos los estamentos de las instituciones de educación 
superior y el Sistema de Educación Superior, basada en el equilibrio de la docencia, la investigación e 
innovación y la vinculación con la sociedad, orientadas por la pertinencia, la inclusión, la democratización del 
acceso y la equidad, la diversidad, la autonomía responsable, la integralidad, la democracia, la producción de 
conocimiento, el diálogo de saberes, y valores ciudadanos”; 
 
Que, el artículo 160 de la Ley Orgánica de Educación Superior establece que: “Corresponde a las instituciones 
de educación superior producir propuestas y planteamientos para buscar la solución de los problemas del país; 
propiciar el diálogo entre las culturas nacionales y de éstas con la cultura universal; la difusión y el 
fortalecimiento de sus valores en la sociedad ecuatoriana; la formación profesional, técnica y científica de sus 
estudiantes, profesores o profesoras e investigadores o investigadoras, contribuyendo al logro de una sociedad 
más justa, equitativa y solidaria, en colaboración con los organismos del Estado y la sociedad”;    
 
Que, el artículo 7 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública determina que: “El Sistema 
Nacional de Contratación Pública (SNCP) es el conjunto de principios, normas, procedimientos, mecanismos y 
relaciones organizadas orientadas al planeamiento, programación, presupuestos, control, administración y 
ejecución de las contrataciones realizadas por las Entidades Contratantes. Forman parte del SNCP las 
entidades sujetas al ámbito de esta Ley”;  
 
Que, el artículo 148 del Código Orgánico de la Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e 
Innovación, dispone que: “[…] Para la contratación pública relacionada a software, las entidades contratantes 
del sector público deberán seguir el siguiente orden de prelación: 1. Software de código abierto que incluya 
servicios de desarrollo de código fuente, parametrización o implementación con un importante componente de 
valor agregado ecuatoriano; 2. Software en cualquier otra modalidad que incluya servicios con un componente 
mayoritario de valor agregado ecuatoriano; 3. Software de código abierto sin componente mayoritario de 
servicios de valor agregado ecuatoriano; 4. Software internacional por intermedio de proveedores nacionales; 
y, 5. Software internacional por intermedio de proveedores extranjeros. En caso no sea posible (Sic.) por el 
órgano público o pertinente la adquisición o desarrollo de software de código abierto con servicios, con un 
importante componente de valor agregado ecuatoriano, el órgano público involucrado en la adquisición deberá 
justificar la adquisición de otras tecnologías de otras características ante el ente de Regulación en materia de 
Gobierno Electrónico que determine el Presidente de la República mediante reglamento […]”; 
Que, el artículo 4 del Código Orgánico Administrativo establece: “Principio de eficiencia. - Las actuaciones 
administrativas aplicarán las medidas que faciliten el ejercicio de los derechos de las personas. Se prohíben 
las dilaciones o retardos injustificados y la exigencia de requisitos puramente formales”; 
 
Que, el artículo 11 del Código Orgánico Administrativo determina que: “Principio de planificación. Las 
actuaciones administrativas se llevan a cabo sobre la base de la definición de objetivos, ordenación de recursos, 
determinación de métodos y mecanismos de organización”;  
 



 

Que, la Norma de Control Interno 410-07 Administración de proyectos tecnológicos determina que: “La unidad 
de tecnologías de la información y comunicaciones definirá una metodología que facilite la administración de 
todos los proyectos relacionados con las tecnologías de la información y comunicaciones que ejecuten las 
diferentes áreas que conformen dicha unidad, así como de las otras unidades administrativas de la 
organización. Los aspectos a considerar como mínimo son: (…) “6. En caso de adquisición de software se 
preverán tanto en el proceso de compra como en los contratos respectivos, mecanismos que aseguren el 
cumplimiento satisfactorio de los requerimientos de la entidad. Los contratos tendrán el suficiente nivel de 
detalle en los aspectos técnicos relacionados, garantizar la obtención de las licencias de uso y/o servicios, 
definir los procedimientos para la recepción de productos y documentación en general, además de puntualizar 
la garantía formal de soporte, mantenimiento y actualización ofrecida por el proveedor”;  
 
Que, el artículo 6 del Estatuto Orgánico de la UNEMI, determina que: “La Universidad Estatal de Milagro se 
regirá por los principios de: autonomía responsable, cogobierno, igualdad de oportunidades, calidad, 
pertinencia, integralidad, autodeterminación para la producción del pensamiento y conocimiento, en el marco 
del diálogo de saberes, pensamiento universal y producción científica y tecnológica global. Esta institución al 
formar parte del Sistema de Educación Superior, y por consiguiente del Sistema Nacional de Inclusión y 
Equidad Social, se regirá por los principios de universalidad, igualdad, equidad, progresividad, interculturalidad, 
solidaridad y no discriminación; y funcionará bajo los criterios de calidad, eficiencia, eficacia, transparencia, 
responsabilidad y participación”; 
 
Que, el artículo 7 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal de Milagro, determina que: “El ejercicio de la 
autonomía de la Universidad Estatal de Milagro, reconocida en la Constitución de la República y la Ley, consiste 
en: (…) 5. La libertad para gestionar los procesos internos; 6. La libertad para elaborar, aprobar y ejecutar el 
presupuesto institucional. Para el efecto, se observarán los parámetros establecidos por la normativa del sector 
público; 7. La libertad para adquirir y administrar el patrimonio en la forma prevista por la Ley; 8. La libertad 
para administrar los recursos acordes con los objetivos del régimen de desarrollo, sin perjuicio de la fiscalización 
por parte del órgano contralor interno o externo, según lo establezca la Ley (…)”; 
 
Que, el artículo 33 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal de Milagro, determina que: “El Órgano 
Colegiado Superior “OCS” de la Universidad Estatal de Milagro, es el máximo organismo de cogobierno de la 
institución; el número de miembros de este órgano mantendrá la proporcionalidad establecida en la Ley 
Orgánica de Educación Superior. 
 
Que, el artículo 36 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal de Milagro, determina que: “El OCS, tendrá 
los siguientes deberes y atribuciones: (…) 17. 17. Aprobar la adquisición de software con licencia, previo informe 
técnico – académico de Comisión de Gestión Académica y de acuerdo con lo establecido en los preceptos 
jurídicos que rijan para el efecto;” 
 
Que, mediante Informe Técnico Institucional, No. No. ITI-TIC-DS-JTPCH-2024-007, del 26 de junio del 2024, 
suscrito por se informa la necesidad de la “Adquisición de componentes de arquitectura para el ambiente de 
infraestructura que permitan el despliegue, configuración y monitoreo de software de la fase 4 del proyecto de 
Transformación Digital de la Universidad Estatal de Milagro”; 
 
Que, mediante Memorando Nro. UNEMI-DOTLA-2024-030-MEM-I, del 27 de junio de 2024, suscrito por la 
Dirección de Servicios Informáticos, expone lo siguiente: “En atención al desarrollo de la fase 4 del proyecto de 
Transformación Digital de la Universidad Estatal de Milagro de acuerdo a lo manifestado en No. ITI-TIC-DS-
JTPCH-2024-007, del 26 de junio del presente, en el que se expone la necesidad imprescindible de contar con 
componentes tecnológicos que aseguren un acceso continuo, confiable y seguro, así como soportar el 
crecimiento gradual de usuarios. Se necesitan componentes que proporcionen adecuadamente procesamiento, 
memoria, almacenamiento en disco, firewall, IPS y IDS para garantizar un servicio de software sin 
interrupciones ni obstáculos para los usuarios.  Siendo entonces, necesaria la aprobación correspondiente para 
el inicio de la gestión que permita la ejecución de los procesos de compra pertinentes, para la atención de las 



 

necesidades de las áreas requirentes, por lo expuesto y en cumplimiento de la LEY ORGÁNICA 
REFORMATORIA A LEY ORGÁNICA DE EDUCACIÓN SUPERIOR, publicada el 2 de agosto de 2018, en la 
que se menciona: "Art. 32.- Programas informáticos. - (...). En el caso de las instituciones de educación superior 
públicas para acceder a software con licencia deberán justificar y sustentar la adquisición ante el órgano 
colegiado superior de cada ÍES, quien aprobará el uso del mismo." Por lo que se solicita se remita el presente 
documento sobre la solicitud de aprobación para la adquisición de las licencias al ÓRGANO COLEGIADO 
SUPERIOR de la Universidad Estatal de Milagro, para la revisión y aprobación correspondiente (…) "; 
 
Que, mediante, Memorando Nro. UNEMI-R-2024-1194-MEM, de fecha 12 de julio de 2024, el Dr. Fabricio 
Guevara Viejo, Rector de la Universidad Estatal de Milagro, dispone: “Considerando lo manifestado por el Mgs. 
Mario Rubén Chifla Villón, Director de Operaciones Tecnológicas y de Laboratorios, mediante Memorando Nro. 
UNEMI-DOTLA-2024-0030-MEM-I, respecto a la “Solicitud de tratamiento en OCS, autorización para la 
adquisición de componentes de arquitectura que permitan el despliegue, configuración y monitoreo de software 
de la fase 4 del proyecto de Transformación Digital de la Universidad Estatal de Milagro”, éste Rectorado 
traslada documentación a su despacho para revisión, análisis y aprobación de los miembros del Órgano 
Colegiado Superior”; y, 
 
En ejercicio de las atribuciones que le confiere el Art. 47 de la Ley Orgánica de Educación Superior publicada 
en el Registro Oficial No 298 del 12 de octubre 2010. 
   

RESUELVE: 
 
Artículo Único. - Aprobar la “Adquisición de componentes de arquitectura que permitan el despliegue, 

configuración y monitoreo de software de la fase 4 del proyecto de Transformación Digital de la Universidad 

Estatal de Milagro”. 

 

DISPOSICIÓN FINAL 
 
Única. - La resolución entrará en vigencia a partir de su notificación, sin perjuicio de su publicación en la página 
web de la institución www.unemi.edu.ec, en el link documentos institucionales. 
 
Dado en la ciudad de San Francisco de Milagro, a los diecisiete (17) días del mes de julio del dos mil veinticuatro, 
en la décima tercera Sesión del Órgano Colegiado Superior.  
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